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Capítulo 11
La otra reforma: la justicia 
en las entidades federativas
Javier Martín Reyes1 y Saúl López Noriega2

I. Introducción: la justicia que no estamos mirando3

No debería sorprendernos que el debate sobre la reforma judicial en México 
se haya concentrado casi sólo en el ámbito federal. Esta ha sido, históri-
camente, la regla tanto en la conversación pública como en la producción 
académica sobre el sistema de justicia. 

En efecto, a pesar de que la inmensa mayoría de los conflictos que im-
pactan en la vida cotidiana de las personas se resuelven en los tribunales 
locales4, el análisis se ha enfocado en las grandes reformas de la judicatu-
ra federal. La de 1994 que rediseñó a la Suprema Corte;5 la de 2008 que  
instauró el sistema penal acusatorio;6 y las de 2011 que cambiaron el  
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paradigma en materia de derechos humanos, además de rediseñar el juicio 
de amparo.7

La reforma judicial de 2024 no es la excepción. La atención pública se ha 
volcado, casi por completo, al ámbito federal.8 Y con razón: se trata, como 
se explica a lo largo de este libro, de una reforma de gran calado. Pero es un 
error ignorar a las entidades federativas. No hay que olvidar que un aspecto 
crucial de esta reforma judicial es su exigencia a los estados de replantear 
sus respectivos poderes judiciales. 

Es de tal relevancia este aspecto que no exageramos al afirmar que se 
trata de otra reforma por entero. Esto debido a su intervención en el nivel de 
justicia más relevante en términos de conflictividad social y, en ese sentido, 
a las enormes consecuencias que tendrá en la vida cotidiana de la población 
del país. Lo interesante es que, a diferencia del nivel federal, los estados 
cuentan con un margen de configuración legislativa nada despreciable para 
reinventar sus sistemas de justicia. 

Este capítulo se articula en dos planos. En el normativo, explicamos por 
qué las entidades federativas conservan un margen relevante para definir la 
arquitectura de sus poderes judiciales; en el descriptivo, ofrecemos un primer 
balance de cómo se ha comenzado a implementar la reforma judicial en el 
ámbito local. 

7	 Francisca Pou Giménez, “Judicial Review and Rights Protection in Mexico: The Limits of the 
2011 Amparo Reform”, documento de trabajo, 15 de octubre de 2012, disponible en: https://
ssrn.com/abstract=2210959. 

8	 Véase, por mencionar el estudio más completo sobre las iniciativas que eventualmente de-
rivaron en la reforma judicial, los trabajos de César Astudillo, “La reforma al Poder Judicial. 
Efectos en el estatus y la mecánica de elección —por voto popular— de sus integrantes”, 
en Sergio López Ayllón et al. (coords.), Análisis técnico de las 20 iniciativas de reformas 
constitucionales y legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), 
México, IIJ-UNAM, 2024, pp. 287–300; Juan Jesús Garza Onofre, “Reforma al Poder Judicial. 
Sustitución del actual Consejo de la Judicatura Federal por un nuevo órgano de administra-
ción judicial separado de la Suprema Corte y creación de un tribunal de disciplina judicial”, 
en Sergio López Ayllón et al. (coords.), Análisis técnico de las 20 iniciativas de reformas 
constitucionales y legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), 
México, IIJ-UNAM, UNAM, 2024, pp. 301–318; y Javier Martín Reyes, “La elección popular 
de los poderes judiciales en México: breve radiografía del ‘Plan C’”, en Sergio López Ayllón 
et al. (coords.), Análisis técnico de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y legales 
presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), México, IIJ-UNAM, 2024,  
pp. 319–334.
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Nuestra tesis es doble: por una parte, los estados tienen un margen no 
menor para alejarse de algunos de los cambios más destructivos adoptados a 
nivel federal; por la otra, en la práctica, ese margen ha sido desaprovechado. 
Lejos de innovar o corregir, la mayoría de las entidades ha optado por repli-
car —casi sin reservas— el modelo federal.

II. Una iniciativa, muchas lecturas: la propuesta 
de López Obrador
Para responder a la pregunta de cuánto margen tienen las entidades federati-
vas para rediseñar sus sistemas judiciales, es necesario regresar al origen del 
proceso legislativo. En particular, conviene analizar la iniciativa presentada 
por el entonces presidente López Obrador el 5 de febrero de 2024, pues ahí 
se encuentran las primeras claves para interpretar el alcance de la reforma en 
el ámbito local.9 Desde ese primer documento, el énfasis estuvo claramente 
puesto en el nivel federal: tanto la exposición de motivos como el articulado 
propuesto se centraron casi en exclusiva en la reestructuración del Poder Ju-
dicial de la Federación. Las referencias al ámbito local fueron escasas. Pero 
algunas de ellas son de enorme relevancia constitucional.

En la versión inicial, López Obrador propuso incorporar en la Constitu-
ción federal disposiciones que impactarían directamente en el diseño de los 
poderes judiciales locales. Una de las más relevantes fue el establecimiento de 
la obligación de elegir a magistrados y jueces locales mediante voto popular, 
así como la creación de dos órganos específicos —uno de administración y 
otro de vigilancia— en sustitución de los consejos de la judicatura estatales.10 

Otro punto clave de la iniciativa de López Obrador fue su intención ex-
plícita de que, al menos en parte, el modelo de elección judicial propuesto 
para el ámbito federal se replicara en el nivel local. Para ello, propuso que 
en el artículo 116 constitucional se estableciera que “[l]as propuestas de 
candidaturas y la elección” de magistrados y jueces locales se llevaran a 

9	 “Iniciativa del Ejecutivo Federal con proyecto de decreto, por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de reforma del Poder Judicial”, Gaceta Parlamentaria, año XXVII, núm. 6457-15, 
5 de febrero de 2024.

10	 Julio Ríos y Luis Fernando Soto, “Instituciones judiciales subnacionales en México, 1917-
2014”, Colombia Internacional, núm. 91, 2017, pp. 243–26.
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cabo “conforme a las bases” previstas para la judicatura federal y en los 
“términos y modalidades” que definieran las constituciones y leyes de las 
entidades federativas.

Así, en la versión original de la reforma, el margen de configuración 
legislativa de las entidades federativas dependía de la respuesta a dos pre-
guntas interpretativas clave: ¿Qué debía entenderse por las “bases” que la 
reforma constitucional establecía para el ámbito federal? Y, en consecuen-
cia, ¿con cuánto margen contaban las entidades para definir los “términos y 
modalidades”? Responder a estas cuestiones no habría sido sencillo, por la 
simple razón de que en el derecho constitucional conviven distintos métodos 
interpretativos, los cuales pueden conducir a lecturas distintas de una misma 
disposición —o conjunto de disposiciones— jurídicas.11 De haberse aprobado 
la reforma en esos términos, es muy probable que se hubiese desatado una 
auténtica disputa interpretativa, con soluciones distintas pero plausibles.

Sin embargo, estos problemas interpretativos —aunque no desaparecieron 
por completo— sí se simplificaron de manera notable en la versión aproba-
da de la reforma judicial. El texto que fue incorporado al artículo 116 de la 
Constitución, así como el régimen transitorio de la reforma, redujo de ma-
nera significativa el espacio para una batalla interpretativa. A continuación, 
analizamos el contenido de las nuevas disposiciones constitucionales para 
analizar cuál es alcance del mandato constitucional dirigido a las entidades 
federativas en materia de rediseño judicial.

III. La reforma judicial aprobada: cómo la 
literalidad amplió el margen de los estados 
A primera vista, podría parecer que la versión aprobada de la reforma judi-
cial redujo el margen de actuación de las entidades federativas. Esto se debe 
a que, durante el proceso legislativo, se modificó la redacción del artículo 
116, fracción III, de la Constitución, ampliando el catálogo de elementos que 
debían tomarse en cuenta para el diseño de los poderes judiciales locales. El 

11	 Véase, por mencionar sólo un ejemplo notable de Latinoamérica, el trabajo de Roberto Gar-
garella, “Un papel renovado para la Corte Suprema. Democracia e interpretación judicial de 
la constitución”, en Teoría y Crítica del Derecho Constitucional, coord. Roberto Gargarella, t. 
1, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 2008, pp. 403-427.
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texto aprobado establece que “[l]as propuestas de candidaturas y la elección 
de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales se 
realizarán conforme a las bases, procedimientos, términos, modalidades y 
requisitos que señala esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación 
en lo que resulte aplicable”.12 Es decir, si en la versión anterior sólo se exigía 
atender a las “bases”, ahora también deben considerarse los “procedimientos, 
términos, modalidades y requisitos” previstos para la judicatura federal.

No obstante, deben hacerse dos anotaciones respecto a la interpretación 
de esta disposición. La primera es que el propio párrafo de la fracción III 
del artículo 116 aclara que las entidades deberán seguir las bases, procedi-
mientos, términos, modalidades y requisitos federales únicamente “en lo que 
resulte aplicable”. La segunda es que en el proceso de reforma constitucional 
se incorporó un artículo transitorio —el décimo primero— que obliga a inter-
pretar el decreto de reformas de manera estrictamente literal. En específico, 
la Constitución establece que “[p]ara la interpretación y aplicación” de la 
reforma judicial “los órganos del Estado y toda autoridad jurisdiccional de-
berán atenerse a su literalidad y no habrá lugar a interpretaciones análogas o 
extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios 
sus términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”.

Esto significa que los estados sólo están obligados a seguir las “bases, 
procedimientos, términos, modalidades y requisitos” previstos para la ju-
dicatura federal cuando estos sean literalmente aplicables al ámbito local. 
Cualquier disposición relativa a la propuesta de candidaturas y la elección 
de personas juzgadoras a nivel federal sólo podrá exigirse en el ámbito local 
si su contenido es textual y expresamente trasladable. La propia reforma 
prohíbe que se apliquen interpretaciones “análogas o extensivas” que pre-
tendan modificar, ampliar o adaptar lo dispuesto. Esto es lo que establece 
expresamente la Constitución.

Este mandato de interpretación literal tiene implicaciones relevantes. 
Entre otras, implica que cualquier disposición de la reforma judicial que 
no se refiera estrictamente a la “propuesta” de candidaturas o a la “elec-

12	 Énfasis añadido. “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder 
Judicial”, Diario Oficial de la Federación, 15 de septiembre de 2024 (edición vespertina).
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ción” de personas juzgadoras no es obligatoria para las entidades federativas. 
Así, por ejemplo, no serían vinculantes las normas que regulan la forma y  
temporalidad para elegir a la presidencia de los tribunales superiores de jus-
ticia locales, ya que ello no se relaciona con la postulación ni con la elección 
de jueces o magistrados, sino con la definición de la titularidad de uno de los 
tres poderes de cada entidad federativa.

Más importante aún: en el sentido más estricto y literal —que es el que 
exige el artículo transitorio— tampoco podrían considerarse aplicables la 
gran mayoría de las disposiciones que regulan la propuesta y elección de 
“las Ministras y los Ministros de la Suprema Corte”, “las Magistradas y los 
Magistrados de Circuito” o “las Juezas y los Jueces de Distrito”, debido a 
que esos cargos no existen en el ámbito local. Se trata, pues, de disposicio-
nes que no son literalmente trasladables a los poderes judiciales estatales. Y 
aunque alguien podría pensar que es razonable establecer una equivalencia 
funcional entre los cargos federales y los locales, hacerlo implicaría recurrir 
a una interpretación analógica o extensiva, algo expresamente prohibido por 
el mencionado artículo transitorio.

¿Qué implica lo anterior? Que, en realidad, son muy pocas las normas 
sobre la propuesta y elección de personas juzgadoras federales que resultan 
literalmente aplicables a los estados. Entre ellas podrían incluirse: i) la obli-
gación de establecer en la ley “la forma y procedimientos mediante concursos 
abiertos para la integración de los órganos jurisdiccionales, observando el 
principio de paridad de género” (artículo 94); ii) el derecho de las personas 
candidatas a acceder “a la radio y la televisión de manera igualitaria” (artí-
culo 96); y iii) la prohibición de que “[l]os partidos políticos y las personas 
servidoras públicas no podrán realizar actos de proselitismo ni posicionarse 
a favor o en contra de candidatura alguna” (artículo 96). Estas disposiciones 
constituyen bases, procedimientos, términos, modalidades o requisitos que 
podrían ser considerados literalmente aplicables al proceso de propuesta y 
elección de personas juzgadoras en el ámbito local.

Ahora bien, lo anterior no significa que no existan otras disposiciones 
constitucionales que sí limiten el margen de configuración legislativa de las 
entidades federativas. En particular, resulta importante destacar que la ver-
sión final de la reforma se estableció, dentro del artículo 116, una serie de 
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disposiciones adicionales que imponen obligaciones específicas a los estados, 
tales como:

1.	 Fijar las condiciones para la elección de las personas juzgadoras loca-
les “por voto directo y secreto de la ciudadanía”.

2.	 Crear “un Tribunal de Disciplina Judicial y [...] un órgano de adminis-
tración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus 
resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución 
para el Poder Judicial de la Federación”.

3.	 Determinar las condiciones para “el ingreso, formación y permanencia 
de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados”.

4.	 Establecer como mínimo para “[l]as magistradas y los magistrados y las 
juezas y los jueces integrantes de los Poder Judiciales Locales” algunos 
de los requisitos establecidos para jueces y magistrados federales.13

5.	 Respetar la prohibición consistente en que “[n]​o podrán ser Magistra-
das o Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de titular 
de Secretaría o su equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en 
sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la publicación 
de la convocatoria respectiva por el Congreso local”.

6.	 Crear “mecanismos públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, 
accesibles y paritarios de evaluación y selección que garanticen la 
participación de personas que cuenten con los conocimientos técnicos 
necesarios para el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su 
honestidad, buena fama pública, competencia y antecedentes profesio-
nales y académicos en el ejercicio de la actividad jurídica”.

13	 Específicamente, el artículo 116, fracción III, establece que las personas juzgadoras locales 
“deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a IV del párrafo segundo del 
artículo 97 de esta Constitución”, esto es, i) “[t]ener ciudadanía mexicana por nacimiento, en 
pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos”; ii) “contar el día de la publicación de la 
convocatoria [...] con título de licenciatura en derecho expedido legalmente y haber obtenido 
un promedio general de calificación de cuando menos ocho puntos o su equivalente y de 
nueve puntos o equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula en la 
licenciatura, especialidad, maestría o doctorado”; iii) “[g]ozar de buena reputación y no haber 
sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad”; y iv) “[h]aber residido 
en el país durante el año anterior al día de la publicación de la convocatoria”.
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7.	 Respetar que “[l]as y los magistrados y las y los jueces durarán en el 
ejercicio de su encargo nueve años, podrán ser reelectos y, si lo fueren, 
sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen 
las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos de los Estados”.

8.	 Fijar una garantía y un tope salarial de tal manera que “[l]as magistradas 
y los magistrados y las juezas y los jueces percibirán una remuneración 
adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser mayor a la establecida 
para la persona titular de la Presidencia de la República en el presu-
puesto correspondiente y no será disminuida durante su encargo”.

9.	 Establecer la prohibición consistente en que “[e]n el ámbito de los 
Poderes Judiciales de los Estados, no podrán crearse ni mantenerse en 
operación fondos, fideicomisos, mandatos o contratos análogos que no 
estén previstos en la ley”.

En balance, se puede concluir que el margen de las entidades federativas 
para implementar la reforma judicial es mucho más amplio de lo que podría 
sugerir una lectura apresurada. Aunque, por supuesto, esto no implica que 
dicha libertad sea absoluta. 

La pregunta, entonces, es ¿cómo han ejercido, en la práctica, esa libertad 
configurativa las entidades federativas? Hasta aquí hemos analizado el marco 
constitucional que define —y acota— el margen de maniobra de los estados 
para rediseñar sus poderes judiciales. Pero el reconocimiento de ese margen 
normativo no garantiza, por sí solo, su aprovechamiento. En el siguiente apar-
tado ofrecemos un primer panorama descriptivo sobre cómo han comenzado 
a implementar la reforma judicial las distintas entidades federativas y sobre 
qué patrones comienzan a perfilarse en ese proceso.

IV. Mucho margen, poca ambición: la reforma 
judicial local en acción
Se suele decir que, en los sistemas federales, las entidades federativas fun-
cionan como laboratorios para la experimentación institucional. Es preferible 
contrastar los aciertos y errores de múltiples soluciones imperfectas, pro-
pio del mosaico federalista, que arriesgar todo en una propuesta —como la  
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reforma Obrador-Sheinbaum— que impacta a rajatabla por igual a todos los 
poderes judiciales del país.14 

Sin embargo, en el caso de esta reforma judicial, lo que hemos visto es 
poca experimentación y mucha imitación. La inmensa mayoría de los estados 
que han reformado sus constituciones locales han optado por replicar —casi 
sin reservas— el modelo federal, con todos los problemas que ello conlleva. 
Hay un puñado de casos en los que, por el contrario, sí se han introducido 
elementos de innovación, aunque de forma limitada. Son estos ejemplos los 
que vale la pena analizar con mayor detalle.

Un primer conjunto de innovaciones se refiere a la introducción de requi-
sitos adicionales para acceder a cargos judiciales en el ámbito local, como la 
obligación de aprobar determinadas evaluaciones o certificaciones. A primera 
vista, esto podría parecer una cuestión menor. Sin embargo, en el contexto 
de una reforma judicial que, a nivel federal, resulta extraordinariamente laxa 
en materia de evaluación, estas disposiciones adoptadas por algunos estados 
adquieren una relevancia importante. Como se analiza en otros capítulos de 
este libro, el modelo federal contempla la creación de “comités de evalua-
ción” con amplias facultades discrecionales, que ni siquiera están obligados 
a aplicar mecanismos básicos como exámenes de conocimientos, indispen-
sables para verificar la idoneidad técnica de quienes aspiran a formar parte 
del Poder Judicial de la Federación.

Por eso resulta en especial relevante que algunos estados hayan optado por 
introducir —con distintos niveles de detalle— evaluaciones o certificaciones 
que podrían resultar más rigurosas que las previstas en el modelo federal. Al-
gunos ejemplos: Aguascalientes estableció como requisito para acceder a una 
magistratura el someterse “a una evaluación técnica-jurídica, elaborada con 
parámetros objetivos, razonables y acordes a la especialidad de las funciones 
a desempeñar”.15 Coahuila, por su parte, exige “[c]ontar con la certificación 
de perfil judicial idóneo, por parte de la institución que se encargue de la 

14	 Véase, por ejemplo, el trabajo de Jeffrey S. Sutton, 51 Imperfect Solutions: States and the 
Making of American Constitutional Law, Oxford, Oxford University Press, 2018.

15	 Véase el artículo 54, párrafo segundo, fracción IV, de la Constitución de Aguascalientes. 
“Decreto Número 79, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política del Estado de Aguascalientes”, Periódico Oficial del Estado de Aguas-
calientes, 18 de diciembre de 2024. 
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formación judicial del Poder Judicial del Estado”.16 Mientras que Durango 
prevé como requisito para ser juez el “[a]creditar experiencia en impartición 
de justicia o haber acreditado curso, especialidad, maestría o doctorado en 
impartición de justicia en la Universidad Judicial”.17

Sobra mencionar que el establecer este tipo de disposiciones no garantiza, 
por sí mismo, que las evaluaciones locales sean rigurosas o adecuadas. En la 
práctica, es posible que se reduzcan a ejercicios simbólicos y/o simulados. 
Pero frente a la experiencia federal —donde, para el proceso electoral de 
2025, ninguna de las personas que llegaron a las boletas tuvo que presentar 
examen alguno— la sola existencia de estos requisitos en el ámbito local 
constituye, al menos, una señal alentadora. Puede no ser suficiente, pero 
sugiere que aún es posible aspirar a procesos de selección más serios y pro-
fesionalizados en algunas entidades federativas.

Otro rubro en el que ciertos estados se apartaron del modelo federal, son 
los requisitos mínimos de edad para ocupar cargos judiciales. Una vez más, 
aunque esta cuestión pareciese secundaria, resulta relevante señalar que este 
tipo de exigencias fueron eliminadas a nivel federal por la reforma judicial. 
Así, Durango exige que para ser electo juez o jueza se debe “[c]ontar con un 
mínimo de veinticinco años de edad al momento de tomar protesta”.18 Por su 
parte, Coahuila establece que para ser magistrado local se requiere “contar 
con treinta y cinco años de edad a la fecha de la convocatoria respectiva”.19

Por otra parte, algunos estados destacan por introducir restricciones orien-
tadas a garantizar ciertas condiciones de equidad en la competencia electoral. 
Ese es el caso de Coahuila, que estableció expresamente que “[l]os sindica-
tos, la iglesia y las personas extranjeras tienen prohibido hacer proselitismo 
electoral dentro del proceso”. En un contexto en el que las elecciones podrían 
convertirse en auténticas subastas de cargos judiciales —en las que todo 

16	 “Decreto Número 218, mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de 
Zaragoza”, Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza, 19 de diciembre de 2024.

17	 “Decreto No. 071, mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, en materia del Poder 
Judicial del Estado”, Periódico Oficial del Estado de Durango, 14 de noviembre de 2024.

18	 Decreto núm. 071, Durango, 2024, op. cit.
19	 Decreto núm. 218, Coahuila, 2024, op. cit.
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tipo de intereses buscaría influir en los comicios20— es notable que algunas 
entidades intenten limitar la participación de ciertos actores con poder eco-
nómico, ideológico o político.

Otro conjunto de regulaciones que se apartan del modelo federal está 
relacionado con la forma en que se elige a la persona titular del poder judi-
cial local. Como se sabe, a nivel federal se estableció un sistema en el cual 
la presidencia de la Suprema Corte se determina mediante voto popular: el 
cargo se asigna a quien obtenga la votación más alta, dura dos años y es ro-
tativo —dependiendo del número de votos obtenidos—. Pues bien, algunas 
entidades federativas avanzaron por direcciones distintas. Este es el caso de 
Baja California, donde la representación del poder judicial “será electa por 
el voto de la mayoría de las Magistraturas presentes en la sesión de elección 
y la persona titular durará tres años”.21 De forma similar, en Coahuila la pre-
sidencia del poder judicial local recae en “la persona magistrada que designe 
el Pleno por tres años, con posibilidad de ser reelecto por igual período”.22

Por último, algunos estados también han intentado atender el problema de 
las suplencias o de los llamados jueces subrogantes —una cuestión crucial 
en el ámbito federal, que también se aborda en este libro—. En ese sentido, 
Coahuila estableció en su reforma judicial que “[p]or cada listado de can-
didaturas propietarias del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de 
Disciplina Judicial, se elegirá también un listado de candidaturas suplentes 
que preferentemente se conformarán entre las personas del Poder Judicial 
para garantizar la carrera judicial, en los términos que establezca la Ley”.23

Como puede verse, las innovaciones locales en la implementación de la 
reforma judicial existen, pero son escasas y fragmentadas. Algunas entidades 
han introducido requisitos adicionales de evaluación, edad o certificación; 
otras han intentado mejorar las condiciones de equidad electoral, replantear 
el mecanismo de designación de la presidencia judicial o atender la cuestión 

20	 Javier Martín Reyes, “2024: año de la independencia judicial”, El Universal, 19 de diciembre 
de 2024,

21	 “Decreto No. 36, mediante el cual se aprueban reformas a diversos artículos de la Constitu-
ción Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, en materia del Poder Judicial del 
Estado”, Periódico Oficial del Estado de Baja California, 31 de diciembre de 2024.

22	 Decreto núm. 218, Coahuila, 2024, op. cit.
23	 Decreto núm. 218, Coahuila, 2024, op. cit.
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de las suplencias. Pero estos esfuerzos son la excepción, no la regla. Lo cierto 
es que, pese a contar con un amplio margen de configuración normativa, la 
gran mayoría de las entidades federativas ha optado por replicar —sin mayor 
ajuste ni ambición— el modelo federal. En lugar de actuar como verdaderos 
laboratorios de diseño institucional, los estados han funcionado como simples 
fotocopiadoras del esquema aprobado a nivel nacional.

V. A manera de conclusión: lo que no fue 
(y lo que aún puede ser)
La reforma judicial de 2024 abrió una puerta que pocos esperaban: al im-
poner una interpretación estrictamente literal de sus disposiciones, terminó 
ampliando —y no restringiendo— el margen de configuración de los poderes 
judiciales locales. 

Desde el punto de vista constitucional, las entidades federativas cuentan 
con un margen nada despreciable para intentar corregir algunos de los defec-
tos más preocupantes del modelo federal. Podrían reforzar sus procesos de 
selección, fortalecer la independencia y autonomía de sus órganos judiciales, 
crear auténticas carreras judiciales locales, aumentar las garantías presupues-
tarias y diseñar esquemas institucionales mejor adaptados a sus contextos. 

En los hechos, sin embargo, ese margen ha sido desaprovechado. Salvo 
contadas excepciones, las entidades federativas han optado por replicar me-
cánicamente el modelo federal, con sus mismos problemas y riesgos. A pesar 
de gozar de la libertad constitucional para construir algo mejor, eligieron no 
hacerlo. Pero como decía el pensador mexicano Octavio Paz, “la historia es 
una caja de sorpresas”. La esperanza reside en que, en el futuro, ante un even-
tual reacomodo democrático del escenario político, las entidades federativas 
decidan abandonar la lógica de réplica sumisa e irreflexiva, para asumir el 
papel de laboratorios democráticos que el federalismo mexicano les confiere.


